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INTRODUCCION 

 

La implementación de la Ley 1098 de 2006 (Ley de Infancia y Adolescencia) ha 

contemplado una serie de situaciones que van desde lo jurídico hasta aspectos de 

la naturaleza social y cultural. 

La materialización o efectiva aplicación de las normas contenidas en la 

mencionada Ley 1098 de 2006, han traído consigo la aplicación por integralidad 

de algunas de las disposiciones consagradas en el llamado “nuevo sistema penal 

acusatorio”, todo lo cual se ha visto reflejado en algunas situaciones que por su 

particularidad y complejidad han generado ciertas expectativas en la comunidad 

académica, en la medida que pueden llegar a convertirse en precedentes 

jurisprudenciales en torno a temas controversiales que guardan estrecha relación 

con el derecho penal, aplicable tanto a los adolescentes, como a los adultos 

infractores de esa ley penal. 

Motivadas por estas situaciones las autoras de la presente investigación 

consideran como un aporte importante para los estudiosos del derecho, el análisis 

de un caso real donde se conjuga una serie de eventualidades respecto de las 

cuales quienes tienen que ver con la aplicación del Código de la Infancia y la 

Adolescencia (Ley 1098 de 2006) guardan cierta expectativa por los diferentes 

pronunciamientos judiciales llamados a resolver los problemas jurídicos que se 

están presentando. 

Del mismo modo el tema de investigación resulta de interés para los estudiosos 

del derecho penal, ya que aborda aspectos de singular importancia, tanto en lo 

que tiene que ver con la sanción a imponerse, como la situación de la víctima del 

injusto en lo que se relaciona con su eventual reparación por los daños y perjuicios 

ocasionados con la conducta irregular. 
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1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

Es indudable que en la sociedad colombiana existen múltiples situaciones 

problemas en las que se involucran menores y adolescentes que se ven inmersos 

en problemas de diferente naturaleza. Hechos, como la existencia de núcleos 

familiares disfuncionales, el hecho de residir en sectores deprimidos; la evidente 

descomposición social y los bajos niveles de escolaridad de la población juvenil; 

enmarcan una serie de situaciones respecto de las cuales el legislador busca 

soluciones legales y que resulta importante determinar hasta qué punto 

efectivamente conducen a resultados jurídicamente válidos y que contribuyan a 

erradicar problemas que deterioran notablemente el tejido social. 

En este contexto vale la pena preguntarse: ¿al aplicarse la ley penal para 

adolescentes infractores (Ley 1098 de 2006), sin que se permita el acceso a 

beneficios existentes dentro del Sistema Penal Acusatorio, hasta qué punto 

resultan afectados los derechos del presunto infractor? 

Lo anterior, en consideración a que el afán mismo por salvaguardar los derechos 

fundamentales de los niños consagrados por la Constitución Política en su artículo 

44, puede conducir a una tensión de derechos fundamentales respecto de 

enunciados como el principio de igualdad, de no menos importancia dentro de la 

escala de valores en que se colocan los mencionados derechos. 

El problema que se plantea a partir del presente trabajo de investigación, adquiere 

mayor connotación en la medida en que además de lo ya enunciado, se presenta 

un conflicto de intereses en la medida en que tanto víctima como victimario son 

adolescentes y por lo tanto, destinatarios de la Ley 1098 de 2006 (Código de 

Infancia y Adolescencia), lo que conduce a preguntarse hasta qué punto pueden 

considerarse satisfechas las pretensiones de ambas partes frente a un problema 

penal de esta naturaleza.   
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¿Cómo pueden combinarse disposiciones legales contenidas en códigos de 

distinta jurisdicción, y de igual manera cómo puede darse aplicación a los 

principios legales mediante un estudio de caso penal real donde tanto víctima 

como victimario son menores de edad? 

 

1.2 HIPÓTESIS 

 

La presente investigación pretende demostrar, a partir de un caso real adelantado 

por la Jurisdicción penal de infancia y adolescencia, que ante el enfrentamiento de 

normas procesales aplicables por distintas jurisdicciones debe prevalecer aquellas 

que buscan proteger los derechos y garantías de los menores víctimas del injusto 

penal, sin desconocer postulados constitucionales legales como el principio de 

favorabilidad. 
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2. JUSTIFICACIÓN 

 

Más allá de cumplir un requisito académico, adelantar este trabajo consistente en 

el análisis de un caso jurídico en particular cumple, con el propósito esencial de 

ofrecer un estudio riguroso, acerca de los mecanismos legales que existen para 

solucionar determinado conflicto donde entren en cierta contraposición 

disposiciones jurídicas; como en este caso ocurre con la Ley de Infancia y 

Adolescencia (Ley 1098 de 2006) y el Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 

2004). 

Dentro de los tipos de investigación, el estudio de casos permite incursionar en el 

conocimiento de situaciones reales cuyas características, contexto de tiempo y 

espacio, alcance y consecuencias, ameritan por si mismas la labor investigativa. 

No se trata pues de hacer referencia bibliográfica y simple de un caso cualquiera, 

sino de seleccionar un asunto cuyas particularidades justifican su análisis y 

estudio. 

Cuando se incursiona en esta tarea de investigación de estudio de casos se tiene 

como pretensión básica generar mayor conocimiento acerca de la aplicación de 

normas jurídicas, que en determinado momento colocan en contraposición o en 

enfrentamiento principios y postulados legales que al aplicarse ameritan el mayor 

rigor posible; como la prelación de normas, la igualdad, la prevalencia del derecho 

sustancial, entre otros. 

Precisamente cuando se incursiona en esta labor investigativa es cuando se tiene 

acceso a situaciones especiales, muy particulares, novedosas para la ciencia 

jurídica que generan en el investigador el interés por proporcionar elementos de 

conocimiento que contribuyan al avance de la ciencia jurídica, como ocurre por 

ejemplo con el hecho que la segunda instancia llamada a pronunciarse en relación 

con el fallo que ponga fin al debate procesal, conformado por disposición legal, por 

una sala mixta del Tribunal superior, conformada por Magistrados de la sala Penal 
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y la Sala de Civil – Familia, hecho que per se constituye una novedad en la 

aplicación de la Ley de Infancia y Adolescencia. 

 Es allí precisamente donde al Juez se le impone el deber de impartir recta justicia, 

teniendo presente el respeto por los derechos fundamentales, teniendo claro que 

desde la Constitución Nacional misma y las normas del Derecho Internacional, 

aplicables en virtud del Bloque de constitucionalidad, siendo los niños quienes 

deben ser protegidos preferentemente. 

 

Y en este orden de ideas, al realizarse un trabajo de investigación como el 

presente, la justificación del mismo en la modalidad de un estudio de caso, radica 

en el aporte que pueda brindar a la academia y a quienes por alguna circunstancia 

muestren interés por el Derecho Penal, aplicado armónicamente con las 

disposiciones del Código de Infancia y Adolescencia.     
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3. OBJETIVOS 

 

3.1 GENERAL 

 

¿Cómo pueden combinarse disposiciones legales contenidas en códigos de 

distinta jurisdicción, y de igual manera cómo puede darse aplicación a los 

principios legales, en especial el principio de favoralidad mediante un estudio de 

caso penal real donde tanto víctima como victimario son menores de edad? 

 

 3.2 ESPECIFICOS 

 

3.2.1 Analizar sistemáticamente la forma como los operadores jurídicos 

competentes aplican las disposiciones legales, que por integralidad están 

llamadas a resolver un caso penal donde tanto el presunto autor como la 

víctima son adolescentes. 

3.2.2  Interpretar los resultados obtenidos respecto de la reparación integral que 

debe procurarse a las víctimas de las conductas irregulares; en el caso 

concreto, analizar si efectivamente se produjo una verdadera indemnización 

de los daños derivados del injusto. 

3.2.3 Determinar los criterios que sirven de base para que los operadores jurídicos 

resuelvan una situación en la que se contraponen intereses legales y 

derechos fundamentales, derivados de conductas donde los adolescentes 

son sus protagonistas. 

3.2.4  Aportar con el presente estudio elementos de juicio que contribuyan al 

fortalecimiento de los procesos académicos en materia de derecho penal. 

 

 



11 
 

4. MARCO REFERENCIAL 

 

4.1 MARCO HISTORICO 

Los antecedentes del sistema penal para menores en Colombia tuvo sus inicios en 

el año 1920, pero se presentaron grandes reforma en el año de 1989 a través del 

Decreto 2737 del mismo año. 

A partir del año 2002 diferentes entidades gubernamentales en consenso con el 

Ministerio Público, Las Naciones Unidas y otras entidades no gubernamentales de 

orden nacional e internacional, realizaron un proyecto de Ley, la cual se aplicaría a 

niños y adolescentes infractores, en el cual estarían contenidos los convenios y 

tratados internacionales sobre derechos humanos y la protección a los niños; la 

ley colombiana y los preceptos constitucionales. 

Finalmente fue radicado el proyecto el 17 de agosto de 2005 con el numero 085. 

La razón por la que se dio inicio fueron los altos índices de delitos cometidos por 

niños y adolescentes, y por la alta mortalidad de estos; y fue allí en ese momento 

en el cual se analizó que tenía que existir mayor prioridad en una ley estatutaria 

para la infancia y la adolescencia, en la cual se garantizaría la preservación de los 

derechos fundamentales de niños y adolescentes. 

Se tomaron entonces como principios orientadores de protección integral: la 

prevalencia de los derechos, la corresponsabilidad, la exigibilidad de los derechos, 

la perspectiva de género, la participación, las normas de orden público y la 

responsabilidad parental. 

En el Decreto 2737 de 1989 se regulaban los problemas de menores pobres, 

abandonados o con conductas desviadas, a quienes se debían internar en 

instituciones; anteriormente se le denominaba a la población por debajo de 18 

años de edad, con el término de “MENORES”, bajo un contexto de minusvalía, 

dependencia o incapacidad. 
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El proceso con el cual se les juzgaba por la comisión de delitos no era penal sino 

tutorial, y se confundía la delincuencia con la pobreza, se les privaba de la libertad 

o se les internaba porque eran pobres o abandonados. 

No se contenían dispositivos de políticas de prevención, y sólo se contenía 

medidas para atender los problemas, se reconocía la existencia de problemas 

sociales mas no se reconocían los derechos de estos. 

Por último el código del menor proporcionaba atención a dos millones de menores, 

mientras que la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y Adolescencia), fue 

estructurado para enfocar la garantía de los derechos para 16 millones de niños, 

niñas y adolescentes. 

 

4.2. MARCO TEORICO 

 

Teóricamente es válido admitir que la descomposición social, resultado de la 

violencia intrafamiliar, los hogares desintegrados, la falta de identidad de ambas 

figuras paternas, la falta de acceso a las necesidades sociales básicas como la 

educación, la salud, el trabajo, entre otras, se ve reflejado materialmente en el 

aumento progresivo y preocupante de los fenómenos criminales. 

Súmese a lo anterior que en el caso particular de Pereira, por su ubicación 

geográfica en el denominado “triángulo de oro de Colombia”, se vive en carne 

propia con mayor intensidad el auge de la criminalidad juvenil, sin que las 

autoridades civiles y administrativas logren disminuir este fenómeno a pesar de los 

esfuerzos que interinstitucionalmente se hacen en esta dirección. 

Los medios de comunicación registran a diario hechos de violencia y conductas 

irregulares donde los protagonistas son generalmente niños y adolescentes, ya 

que son usados como instrumentos de violencia, debido a la falta de una 

legislación que regule adecuadamente  estos hechos delictivos.  
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Esto se debe a que los niños con edad inferior a los 14 años no pueden ser 

sometidos a la imposición de una medida de aseguramiento privativa de la 

libertad; es decir, de reclusión en un centro de reeducación, y los adolescentes 

entre los 14 y los 18 años están cobijados por la Ley 1098 de 2006, la cual 

presenta irregularidades y vacios. En la medida en que la dinámica social refleja 

una realidad para la cual el legislador no ofrece una respuesta efectiva llamada a 

contrarrestar los diferentes fenómenos que tienen relación con el derecho penal, 

como pueden ser las conductas irregulares en que incurren muchos jóvenes por 

diversas circunstancias y todo esto se ha convertido en motivo de preocupación 

para el gobierno y para la sociedad en general; porque es difícil encontrar una 

legislación que evite o controle infracciones de cualquier índole por parte de los 

niños y adolescentes, ya que son el resultado de condiciones muy precarias, 

siendo estas no solo de carácter económico, sino también porque la célula de la 

sociedad como es la familia  se encuentra en decadencia por la falta de 

compromiso con  la educación que se debe brindar al interior de un hogar, y la 

ausencia de oportunidades que tienen sus padres, todo lo cual hace que estos 

como curadores de sus hijos no llenen las condiciones de una persona con un 

buen perfil social de un padre de familia, quien en ultimas se convierten en 

símbolo de admiración y ejemplo negativo para sus hijos. 

Esta cruda realidad se ve patentizada en hechos reales, como aquellos que 

registran frecuentemente los medios de comunicación, donde por citar apenas un 

caso, un adolescente comete actos de violencia intrafamiliar al agredir a los 

propios miembros de su familia, llámense madre, abuela o hermanos menores, 

ante la negativa de estos de darle dinero para que pueda comprar el 

estupefaciente que habrá de satisfacer su adicción a las drogas; también como 

suele ocurrir que al no satisfacérsele su necesidad adictiva acuden a recursos 

extremos como el de cometer delitos menores en su propia residencia, 

apoderándose ilícitamente de objetos de sus propios familiares. 

Suele suceder que adolescentes que viven en sectores marginales de las 

ciudades, al no tener posibilidades reales de acceder a la educación, no 
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encuentran más ocupación que permanecer en las esquinas de los barrios 

esperando cualquier propuesta de dinero a cambio de cumplir determinada misión 

o lo que ellos mismos denominan “vuelta”, que puede ir desde quitarle la vida a 

alguien hasta cometer actos de violencia contra determinada persona o bien.  

También vale la pena reflexionar acerca de la eficacia de la Ley de infancia y 

adolescencia en cuanto tiene que ver con el tratamiento dado a los adolescentes 

infractores cuando ya han adquirido la mayoría de edad; es decir, cuando dicha 

ley deja de ser aplicable para ellos; pues a partir de ese momento deben 

desaparecer los registros de ingresos por conductas irregulares que posean esos 

adolescentes, situación que se traduce en que si ese mismo joven siendo ya 

adulto y a quien debe aplicársele a partir de ese momento la Ley 906 de 2004 ( 

Código de Procedimiento Penal) incurre en una conducta punible, no puede 

tenérsele su prontuario judicial anterior como antecedente judicial; lo cual si bien, 

atiende disposiciones garantistas encaminadas a respetar y hacer prevalecer los 

derechos de los menores de edad, llega a convertirse en últimas en una situación 

que coloca en riesgo a  la misma sociedad que observa impasible como personas 

con clara inclinación a la comisión de delitos obtiene tratamientos privilegiados por 

circunstancias procesales que obligan a tener la libertad como regla general y la 

detención como la situación excepcional. 

El planteamiento anterior cobra más validez si se considera que en gran medida la 

problemática juvenil tiene su origen en la descomposición del núcleo familiar y sin 

perder de vista que ésta población adolescente, es la llamada a marcar las pautas 

del futuro de nuestra sociedad y si no se adoptan medidas de política criminal 

claras, efectivas y directas. Resulta difícil pensar que Colombia pueda tener futuro 

en su juventud actual. 
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4.3. MARCO NORMATIVO 

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos1 Aprobado mediante la 

ley 74 de 1968. Establece que “…no se impondrá la pena de muerte por delitos 

cometidos por personas de menos de 18 años, ni se aplicará a las mujeres en 

estado de gravidez...” 

Respecto a los menores de edad procesados, el mismo pacto dispone que 

“…estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de 

justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento”. 

Quiere decir lo anterior, que todos los niños tienen derecho a un trato digno sin 

discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, religión posición 

económica o judicial, es decir cualquier niño que hubiere delinquido -ya sea por 

necesidad o por gusto- y haya recibido un tratamiento de rehabilitación, debe ser 

aceptado por la comunidad brindándole las medidas de protección que su 

condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y 

del Estado. 

Igualmente las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de 

justicia de menores, Reglas de Beijing2, adoptadas por la Asamblea general de las 

Naciones Unidas en 1985, establece  orientaciones básicas de carácter general, 

referidas a la política social en su conjunto, las cuales tienen como objetivo 

promover el bienestar de los adolescentes en la mayor medida posible. Disponen 

que cualquier respuesta debe ser proporcional a la circunstancias del delincuente 

y del delito, que se debe reducir al mínimo el número de casos en los que el 

sistema de justicia de menores debe intervenir y para los casos en los cuales se 

hace imprescindible dicha intervención, reducir al máximo las consecuencias que 

normalmente ocasiona cualquier tipo de estas medidas.  

 
1 http://www.personeriabogota.gov.co/index.php?idcategoria=1146 
2 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de menores. Resolución 40/33 
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Resalta el papel de la política social en la prevención del delito y la delincuencia 

juvenil. 

Deja a los estados miembros la potestad de fijar las edades mínimas y máximas 

objeto de aplicación de la justicia. Hace énfasis en elementos de un juicio 

imparcial y justo, establece límites a las potestades estatales, estableciendo que 

las actividades deben dirigirse a la rehabilitación y que solo puede un niño, niña o 

joven ser encarcelado cuando no exista otra respuesta adecuada y, si debe ser 

confinado, la pérdida de libertad debe limitarse al menor tiempo posible. 

También recalca la necesidad de contar con instalaciones y servicios que 

satisfagan las necesidades del adolescente y faciliten asesoramiento y apoyo 

estructural como paso importante hacia la reintegración a la sociedad.  

En cuanto a  las garantías procesales establece: "En todas las etapas del proceso 

se respetarán garantías procesales básicas tales como la presunción de 

inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, el derecho a no 

responder, el derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o 

tutores, el derecho a la confrontación con los testigos y a interrogar a géstos, y el 

derecho de apelación ante una autoridad superior".3 

Dentro de esta normatividad se define claramente cuando un adolescente  es 

susceptible de imputación a efectos de responsabilidad penal, teniendo en cuenta 

los factores históricos y culturales que lo rodean, los elementos morales y 

sicológicos, es decir, si puede considerarse responsable de un comportamiento 

esencialmente antisocial. Por esta razón, es importante desde temprana edad 

fomentar el bienestar del menor desde su familia hasta los estrados judiciales, 

para así evitar sanciones meramente penales y orientarlos mediante un proceso 

de reeducación que les permita llevar una vida sana, con rectitud, valores y 

principios. 

 
3 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de menores. Resolución 40/33 
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Convención Internacional de los derechos del Niño aprobada por Colombia 

mediante la ley Nº 12 del 22 de enero de 1991, recoge las Reglas de Beijing en lo 

relacionado con la administración de justicia de menores, estableciendo mediante 

los artículos 37 y 40, derechos específicos para los niños y adolescentes a 

quienes se acuse de haber infringido la ley penal. 

El artículo 37 hace relación a la prohibición de torturas o cualquier tipo de tratos o 

penas crueles, inhumanas o degradantes contra los niños así como la pena de 

muerte o prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación. 

Igualmente, establece condiciones para cualquier niño que sea privado de la 

libertad tales como utilizar dicha medida como último recurso, el derecho al trato 

humanitario acorde con sus necesidades, a estar separado de los adultos, a 

mantener contacto con sus familiares, al pronto acceso a la asistencia jurídica y a 

impugnar la legalidad de la privación de su libertad.  

Este artículo en su numeral d) expresa en forma clara garantías procesales para 

menores de edad: “Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto 

acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a 

impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra 

autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre 

dicha acción"4. 

El artículo 40, consta de cuatro puntos que en términos generales expresa: 

Resalta el derecho de todo niño a quien se haya declarado autor de una infracción 

penal, a ser tratado de manera acorde con el fomento de su dignidad y valor, 

fortaleciendo en él y de acuerdo con su edad, el respeto por los derechos 

humanos y las libertades fundamentales de terceros, buscando su reintegro 

constructivo a la sociedad. 

Establece una serie de garantías para los niños que hayan infringido la ley penal 

como son: el no ser acusados por actos u omisiones que no estuvieren prohibidos 

 
4 Convención Internacional de los derechos del Niño. 1989 
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por las leyes nacionales o internacionales en el momento que se cometieron, a la 

presunción de inocencia, a ser informado de los cargos que se le imputan, a que 

su causa sea resuelta sin demora por autoridad competente y con asistencia de un 

asesor jurídico, a no ser obligado a prestar testimonio ni a declararse culpable, a 

someter la decisión o medida impuesta ante una autoridad u órgano judicial 

superior competente, independiente e imparcial conforme a la ley. 

Determina que los Estados Partes, deberán tomar las medidas apropiadas para 

establecer leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los 

niños de quienes se alegue o demuestre que han infringido la ley penal. 

Hace relación a la diversidad de medidas alternativas a las institucionales, que 

pueden ser adoptadas para los niños infractores con el fin de asegurar su 

bienestar y la proporcionalidad con sus circunstancias y el hecho cometido. 

Señala reglas que deben ser tenidas en cuenta por los países para generar 

estrategias legales y de procedimiento al administrar justicia con adolescentes, y 

en particular hace referencia a las acciones de protección en los casos de 

privación de la libertad. 

Tienen por objeto “establecer normas mínimas para la protección de menores de 

edad privados de libertad en todas sus formas, compatibles con los derechos 

humanos y las libertades fundamentales, con miras a contrarrestar los efectos 

perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la integración en la sociedad”. 

En consecuencia, determina las condiciones esenciales en los centros de 

detención preventiva e internamiento para los menores de edad en aspectos como 

salud, educación, registro, información y personal entre otros.  

Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia 

Juvenil -Directrices de RIAD5–aprobadas por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas en 1990 mediante resolución 45/112 establece que “la 

prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito 

en la sociedad”.  

 
5 Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil. 
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Sus principios fundamentales establecen puntos de gran importancia que deben 

estar contenidos en todos los programas de control y prevención de los delitos 

cometidos por menores, que sean creados por todos los Estados; esto teniendo en 

cuenta el contexto económicos, social y cultural de cada Estado miembro. En 

general estas directrices contienen: la prevención; el respeto y la cultivación de la 

personalidad del niño desde la primera infancia; la atención al niño, como una 

función activa en la sociedad y no como objeto de control; los programas de 

prevención tienen como núcleo esencial el bienestar de la primera infancia; la 

necesidad de prevención, medidas para evitar criminalizar y penalizar al niño por 

conductas que no sean graves ni causen graves perjuicios a los demás; entre 

otras. 

La directriz cinco establece “…la importancia de aplicar una política progresista de 

prevención de la delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente y elaborar 

medidas pertinentes que eviten criminalizar y penalizar al niño por una conducta 

que no causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica los demás”.6 

Esas medidas deben contener varios factores, los cuales han sido fundamentales 

para este estudio de caso, entre los cuales se resalta:  

• La  intervención eficaz de la Justicia, el cual tiene como finalidad primordial 

velar por el interés del joven. 

• Los comportamientos impropios, con parte del proceso  de maduración, los 

cuales van desapareciendo al llegar a la edad adulta. 

• Calificativos como: extraviado, delincuente o predelincuente, contribuyen a 

los comportamientos indeseables en los jóvenes. 

• Desarrollo de servicios, programas de prevención delincuencial, para que 

sólo en el último extremo tenga que recurrirse a organismos formales 

de control social. 

• Los gobiernos deberán comenzar a estudiar, desarrollar y aplicar políticas, 

medidas y estrategias dentro y fuera del sistema de justicia penal para 

 
6 Ibíd. 
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prevenir la violencia en el hogar contra los jóvenes o lo que los afecte, y 

garantizar un trato justo a las víctimas de ese tipo de violencia.  

En la legislación y la administración de justicia las directrices de la RIAD han 

propuesto diferentes puntos: 

“A fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimización y criminalización de 

los jóvenes, deberán promulgarse leyes que garanticen que ningún acto que no 

sea considerado delito ni sea sancionado cuando lo comete un adulto, se 

considere delito ni sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven.  

Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto de mediador o un 

órgano análogo independiente para los jóvenes, que garantice el respeto de su 

condición jurídica, sus derechos y sus intereses, así como la posibilidad de remitir 

los casos a los servicios disponibles. El mediador u otro órgano designado 

supervisaría, además, la aplicación de las Directrices de Riad, las Reglas de 

Beijing y las Reglas para la protección de los menores privados de la libertad. El 

mediador u otro órgano publicaría periódicamente un informe sobre los progresos 

alcanzados y las dificultades encontradas en el proceso de aplicación. Se 

deberían establecer servicios de defensa jurídica del niño.  

Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de hacer cumplir la ley y 

de otras funciones pertinentes para que pueda atender a las necesidades 

especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar al corriente de los programas 

y posibilidades de remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo 

posible con el fin de sustraer a los jóvenes al sistema de justicia penal.”7 

Otras reglas referentes señalan que “para poder prevenir eficazmente la 

delincuencia juvenil, es necesario que toda las sociedad procure un desarrollo 

armonioso de los adolescentes, y respete y cultive su personalidad a partir de la 

primera infancia”8. Por tanto los niveles del gobierno deberán formular planes 

 
7 Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil -Directrices de RIAD. 
8 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de menores. Resolución 40/33 
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generales de prevención y políticas de prevención que favorezcan la socialización 

e integración de los niños, niñas y jóvenes a través de la familia, la comunidad, la 

escuela y el medio laboral. 

La Constitución Política Colombia de 1991, define la República de Colombia como 

un Estado Social de Derecho y ratifica la consideración de niños y adolescentes 

como sujetos plenos de derechos. Mediante los artículos 44 y 45 plantean los 

derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, estableciendo que 

prevalecen sobre los derechos de los demás y que gozan de todos los derechos 

consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados 

por Colombia.  

Asumir al adolescente que infringe la ley como sujeto pleno de derechos, obtener 

que en el desarrollo del proceso penal se respeten con especial cuidado los 

derechos sustantivos y procesales del niño/adolescente infractor y buscar ante 

todo la aplicación de medidas de índole educativa, son los objetivos 

fundamentales y claramente planteados en las normas internacionales.  

El actual Código de la Infancia y la Adolescencia sancionado mediante la Ley 1098 

del 8 de noviembre del 2006, en su libro II contempla el Sistema de 

Responsabilidad Penal para adolescentes, el cual remite al procedimiento de la ley 

906 de 2004, Sistema Penal Acusatorio. Este sistema pretende ofrecer todas las 

garantías procesales a los adolescentes que infringen la ley penal en cumplimiento 

de las normas nacionales e internacionales, al tiempo que explicita la 

responsabilidad del adolescente frente al hecho delictivo, los derechos de las 

víctimas que establece el modelo de justicia restaurativa y la intencionalidad 

pedagógica de las medidas.  

Este Código dispone que a partir del 1 de enero del 2007 y hasta terminar el año 

2009 se hará la implementación progresiva del nuevo sistema penal de 

adolescentes, lo cual significa que el proceso y medidas establecidos en el Código 

del Menor seguirán operando de manera variable en diferentes zonas del país.  
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Frente a la comisión de una conducta punible, la legislación penal vigente 

establece unos procedimientos que desarrollan el conocido como Sistema 

Acusatorio y que está desarrollado a través de la Ley 906 de2004. 

En tratándose de un sistema oral, donde el operador jurídico actúa y resuelve a 

partir de lo que le solicitan los intervinientes; es decir, siendo una justicia rogada, 

el artículo 154 del Código de Procedimiento Penal indica que a través de una 

audiencia preliminar denominada “de formulación de imputación”, se produce la 

vinculación legal del infractor de la Ley Penal al respectivo proceso y éste 

adquiere la condición de imputado. 

 

4.4. MARCO CONTEXTUAL 

 

La contextualización del presente trabajo, parte del hecho de por sí preocupante la 

problemática social que representa la progresiva descomposición de nuestra 

sociedad a partir del deterioro de la unidad familiar, donde realidades como la 

pérdida de identidad de la figura paterna, la incorporación de la mujer a la 

población laboral y el paulatino cambio de valores se van convirtiendo en una 

constante que de una u otra forma incide notoriamente en el desarrollo de la 

sociedad Pereirana.  

Esta realidad, afecta no solamente la estructura misma de la familia como núcleo 

esencial de la sociedad sino que además se constituye en caldo de cultivo para el 

fomento de conductas criminales donde se ven involucrados menores infractores 

de la Ley Penal con todo y las consecuencias que ello acarrea. 

Ante semejante panorama es claro que las fuerzas vivas del poder se ven en la 

necesidad de adoptar ciertas medidas de naturaleza administrativa, social y 

jurídica, encaminadas a contrarrestar tales fenómenos. Es así como por ejemplo, 

la administración municipal se ha propuesto fortalecer la infraestructura de los 

centros donde deben permanecer los y las menores infractores e infractoras de la 
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ley penal, ajustando sus estructuras a las previsiones de la ley 1098 de 2006 (ley 

de infancia y adolescencia). 

Al margen de las múltiples causas por las que se vienen incrementando esos 

índices de delincuencia, la administración municipal ha buscado fortalecer los 

mecanismos preventivos que le permite el ordenamiento jurídico para atender ese 

tipo de problemática, no solamente desde la perspectiva misma del menor o la 

menor infractores de la ley penal, sino además desde la óptica de protección a las 

víctimas de las conductas punibles. 

Por encima de lo que disponen las normas sustantivas y adjetivas, el desarrollo 

del presente trabajo de investigación busca una aproximación a nuestra realidad 

actual, pretendiendo entre otros fines ofrecer una lectura real de un caso cuya 

principal particularidad radica precisamente en que tanto victima como victimario 

son menores de edad y que la conducta motivo de la acción penal es de 

naturaleza grave. 

 

4.5. ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION 

 

Se realizó una búsqueda de los trabajos de grado relacionados con el tema que se 

desarrollan en esta tesis, se investigaron en las instalaciones de La Universidad 

Libre Seccional Pereira, encontrando sólo un trabajo de investigación que hace 

referencia al asunto a tratar en el estudio de caso (Ley de Infancia y 

Adolescencia). 

 

A continuación se hace un breve resumen sobre ésta investigación: 
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• NUEVO SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 

ADOLESCENTES 

AUTOR: Díaz Mena, Jorge Iván. 

“OBJETIVOS 

OBJETIVO GENERAL: 

Determinar cuáles son los principales aspectos del nuevo 
Sistema de Responsabilidad Penal para adolescentes 
introducido por la ley 1098 de 2006. 

OBJETIVOS ESPECIFICOS: 

DESARROLLAR LOS PRINCIPIOS ORIENTADORES DE LA 
LEY 1098 DE 2006. 

DESARROLLAR EL ARTICULO 141 DE LA LEY 1098 DE 
2006 (Principios del sistema de responsabilidades penal para 
adolescentes). 

ESTUDIAR LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES 
QUE REGULAN LOS SISTEMAS DE RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA MENORES DE EDAD. 

CONOCER EL ESTADO ACTUAL DE LAS MEDIDAS QUE 
ESTAN SIENDO ADOPTADAS, EN LA CIUDAD DE 
PEREIRA, PARA IMPLEMENTACION Y ENTRADA EN 
FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES 

CONCLUSIONES: 

En la Ley 1098 del 2006 se presenta un gran paso para el 
adecuado manejo de los adolescentes infractores de la ley 
penal, ya que este le quita a los destinatarios del 
mencionado sistema, ese carácter de sujetos en situación 
irregular como los trataba la legislación anterior y pasan a ser 
tomados como sujetos de derechos y obligaciones, por ende 
responsables de sus actos vulnerantes de derechos ajenos y 
acreedores de sanciones que conlleven a la reparación del 
daño por ellos causado. 

El nuevo sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes asegura una justicia protectora, educativa y 
restaurativa de los derechos vulnerados con la actuación 
delictiva de los adolescentes. 

Con esta nueva legislación se está a la par de la mayoría de 
países latinoamericanos que han adoptado sistemas de 
responsabilidad penal similares, atendiendo los 
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requerimientos de organismos internacionales que mediante 
diversos instrumentos han regulado este especial tema. 

Es de suma importancia, la creación que la ley 1098 de 2006 
hizo de organismos especializados para manejar la justicia 
que se le aplicará a los adolescentes que cometen conductas 
punibles, organismos tales como, los juzgados penales de 
adolescentes, la policía especializada para la infancia y 
adolescencia, y las fiscalías especializadas para infancia y 
adolescencia, advirtiendo que es de vital importancia que 
estos organismos reciban una correcta capacitación en el 
manejo de este tipo de justicia por el carácter de los sujetos 
intervinientes. 

MARCO JURIDICO 

CONVENIO DE LA HAYA 

PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCION 
SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO RELATIVO A LA 
VENTA DE NIÑOS, LA PROSTITUCION INFANTIL, Y LA 
UTILIZACION DE LOS NIÑOS EN LA PORNOGRAFIA.” 
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5.  DISEÑO METODOLOGICO 

 

El presente trabajo de investigación se adelantó con la utilización de varias 

estrategias metodológicas, siendo ellas el trabajo de campo, la entrevista directa, 

la consulta jurisprudencial, la consulta bibliográfica y el estudio de caso. 

Obedece lo anterior a que en tratándose del análisis de un proceso penal en el 

cual se aplican varias leyes donde aparecen involucradas diferentes jurisdicciones 

y en el cual por la naturaleza misma de los hechos y el afán de obtener un optimo 

resultado, que contribuya efectivamente al aporte jurídico y académico de los 

temas motivo de investigación, es necesario implementar las estrategias 

metodológicas ya anotadas. 
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6. ANÁLISIS DE CASO 

 

6.1. DESCRIPCIÓN DE  PRIMERA AUDIENCIA DE FORMULACIÓN DE 

IMPUTACIÓN Y SOLICITUD DE INTERNAMIENTO. 

 

6.1.1.  JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON 

FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS. 

La Fiscalía General de la Nación a través de uno de sus delegados ante los 

Jueces de Infancia y Adolescencia de la ciudad de Pereira, formuló imputación a 

R.A.L.O, el delito es tipificado en el Artículo 205 del Código Penal “Acceso Carnal 

Violento”, y es Agravado por el Articulo 211, numeral 4 del mismo Estatuto. 

Los hechos se contraen a que efectivamente el adolescente R.A.L.O., sometió a 

un acceso carnal violento al menor J.S.L.M., en un paraje solitario cerca a las 

residencias de ambos, situación que pudo ser conocida por la madre de la víctima 

en virtud a que su hijo adoptó un comportamiento extraño al llegar a su hogar; 

todo lo cual obligó a la instauración de la denuncia correspondiente y el 

adelantamiento de la acción penal. 

El imputado R.A.L.O. se allanó a los cargos, situación que en relación con un 

adulto daría lugar a una rebaja de pena en proporción de hasta la mitad de la 

pena; pero en tratándose de un joven infractor, de conformidad con el artículo 199 

del Código de Infancia  y Adolescencia, no hay lugar a esa rebaja por tratarse de 

delitos contra la libertad, integridad y formación sexual de los niños, niñas y 

adolescentes, existiendo una prohibición expresa en la Ley 1098 de 2006. 

De acuerdo con lo anterior no procederá la rebaja de pena con base en 

preacuerdos o negociaciones del imputado con la Fiscalía; aunque el hecho de 

aceptar los cargos o allanarse a la imputación, sí representa un aporte significativo 

para la administración de justicia en la medida en que se acorta el trámite procesal 

y se dicta medida de imposición y sanción. 
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El imputado aceptó los cargos, por lo tanto la Fiscalía solicitó la imposición de 

medida de internamiento de conformidad con el Artículo 181 del Código de 

Infancia y Adolescencia, concordante con el Artículo 308 y subsiguientes del 

Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004). 

El Juez impuso la medida preventiva solicitada por la Fiscalía, interponiéndose 

recurso de apelación por parte del defensor público, concedida por el Juez de 

Primera Instancia en el efecto devolutivo. 

 

6.2.  DESCRIPCIÓN DE  SEGUNDA AUDIENCIA DE IMPOSICIÓN DE LA 

MEDIDA 

 

6.2.1. JUZGADO PRIMERO PENAL PARA ADOLESCENTES 

Esta audiencia se adelantó con los avantes y garantías para determinar que la 

aceptación de cargos fuera libre y espontánea. 

La Fiscalía solicita que se aplique la medida a R.A.L.O de acuerdo al Art. 177 

Numeral 6º de la Ley 1098 de 2006, relacionado con el internamiento preventivo 

en concordancia con el Art.187 ibídem, en consideración a que la sanción para 

este tipo de conductas fluctúa entre 1 y 5 años. 

Por solicitud de la defensa no se tomó ninguna decisión sin la resolución previa del 

trámite de apelación interpuesto en la anterior audiencia. 

 

6.3. DESCRIPCIÓN DE  TERCERA AUDIENCIA DE SUSTENTACIÓN DE 

RECURSO DE APELACIÓN 
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6.3.1. JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES 

CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO. 

La defensa consideró que la decisión de imponer un internamiento preventivo 

debe obrar como un último recurso, como la norma lo indica; también está en 

desacuerdo con los planteamientos expuestos por la Fiscalía y el Juez en los que 

exponen que el adolescente infractor presenta un peligro para la comunidad y la 

víctima porque en ningún momento presentó antecedentes ante hechos punibles 

similares. 

En segundo lugar el criterio de peligrosidad que presenta el adolescente infractor 

fue desvirtuado en el sentido de que tanto la víctima como victimario cambiaron de 

domicilio, pues en el momento de los hechos residían en el mismo barrio. 

Otro fundamento es que la Ley 1098 de 2006 cuenta con otras herramientas de 

control y vigilancia, diferentes a la privación de libertad, más aún  cuando el 

adolescente R.A.L.O cuenta con el apoyo de su familia para buscar ayuda 

profesional ante un eventual problema psicológico. 

La Fiscalía se opuso a la teoría de la defensa en cuanto a que no ha sido probado 

o desvirtuado el hecho de que R.A.L.O no presenta peligro para la sociedad y 

seguidamente solicita al juez revocar o confirmar la medida pues no está de 

acuerdo en la imposición de otra medida por ser esta conducente y apropiada. 

 

6.4. DESCRIPCIÓN DE  CUARTA AUDIENCIA DE REPARACION INTEGRAL 

 

6.4.1. JUZGADO PRIMERO PENAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCION 

DE CONOCIMIENTO 
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En el incidente de reparación integral el representante de la víctima no solicita 

indemnización económica por parte del adolescente infractor en cuanto al delito 

cometido pues ahí no se afecto el patrimonio económico pero si en cuanto a los 

perjuicios morales ocasionados al menor y a la madre conforme al art. 97 del 

Código Penal tasados en 20 SMLV ($9.940.000) para la víctima y para la madre 

en 10 SMLV ($4.970.000), conciliables en 15 SMLV ($7.455.000). 

El defensor judicial aduce que la madre del adolescente infractor no esta en 

condiciones económicas de responder a esa pretensión, pero con ánimo 

conciliatorio confirma que puede propiciar o costear un tratamiento psicológico. 

No se llegó a un acuerdo. Posteriormente la representante del adolescente se 

compromete a cancelar $2.000.000 pagaderos en $100.000 mensuales. 

 

6.5.  DESCRIPCIÓN DE  QUINTA AUDIENCIA DE LECTURA DE FALLO 

 

6.5.1. JUZGADO PRIMERO PENAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCION 

DE CONOCIMIENTO 

Se le impuso una condena al infractor teniendo en cuenta la edad de la víctima, la 

gravedad de la conducta, el peligro que presenta el adolescente para la 

comunidad pues con la medida de internamiento lo que se busca es la 

reincidencia en una conducta tan reprochable como esta. 

Debido a que en la audiencia de formulación de imputación el acusado aceptó los 

cargos art. 293cpp lo cual lo hace acreedor a que la sanción se le rebaje hasta la 

mitad al tenor del art 351 C.P.P. y 157 ultimo inciso del Código de Infancia y 

Adolescencia. 

La individualización de la sanción de la pena de privación de la libertad imperó el 

sistema de cuartos punitivos art. 61 del Código Penal imponiéndole el despacho 
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una sanción de 36 rebajándola en un 40% por la aceptación de los cargos 

quedando la sanción definitiva en 21 meses y 18 días. 

En el caso jurídico que nos ocupa para esta investigación no es viable dicha 

rebaja en la sanción art. 199 num.7 del Código de Infancia y Adolescencia cuando 

la víctima es un niño, niña o adolescente en el caso presente si es jurídicamente 

procedente pues la norma solo prohíbe cuando han existido preacuerdos y 

negociaciones lo cual no sucedió en este caso, puesto que el adolescente fue por 

su propia iniciativa que se allanó a la imputación. 

La fiscalía apeló la decisión del a quo con fundamento en la no aplicación del art. 

199 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 

La defensa técnica también apeló dicha decisión en cuanto a la dosificación de la 

pena. 

 

6.6.  DESCRIPCIÓN DE  SEXTA AUDIENCIA DE APELACION 

 

6.6.1. SALA 5 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO DE PEREIRA 

En la sustentación de recurso de apelación de la sentencia de primera instancia la 

Fiscalía considera que la conducta impuesta al acusado no fue la correcta pues al 

tenor del art. 199 núm. 7 esta no es procedente partir del mínimo de los cuartos 

medios sino imponer una sanción definitiva de 36 meses protegiendo así a la 

víctima sin importar quién es el actor de la infracción. 

El defensor público consideró que la pena debió ser de una intensidad menor 

teniendo en cuenta que el adolescente infractor no tenía antecedentes penales 

para esta conducta irregular.  
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La sala procedió a revocar la decisión del a quo agravándola teniendo en cuenta 

que tanto la defensa judicial como la fiscalía apelaron tal decisión, toda vez que de 

la prohibición que hace el art. 199 núm. 7 de la Ley 1098 de 2006 busca la 

protección del menor víctima y no del infractor, pues la norma en mención no 

excluye de su aplicación cuando se trata de jóvenes involucrados en hechos 

delictivos donde sean afectados otros niños. 
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7. RESULTADOS 

 

Dentro de la investigación se encontró que en este caso en concreto la medida de 

internamiento preventivo y la sanción aplicada al adolescente infractor no era la 

adecuada, pues es deber de los jueces y magistrados interpretar la Ley y darle 

aplicación a la misma de acuerdo a cada especial y no de manera general, pues 

para este particular consideran las investigadoras que la Ley de Infancia y 

Adolescencia debe brindar protección y garantías tanto para la víctima como para 

el adolescente infractor. 

También resulta importante anotar que al momento de imponerse determinada 

sanción, debe pensarse en las funciones de la sanción; o sea, determinar si en 

efecto, se logra la prevención general, prevención especial, reinserción del menor 

infractor y demás funciones de este tipo de situaciones legales dentro del 

ordenamiento jurídico penal.  

Las autoras del presente trabajo de investigación consideran importante la 

implementación de un ajuste a la política criminal del Estado, en lo que concierne 

al diseño de medidas llamadas a prevenir la delincuencia juvenil, a evitar que por 

carencia de oportunidades, los infantes, jóvenes y adolescentes encuentren en la 

búsqueda del dinero fácil una respuesta a sus necesidades. 

Sería de vital importancia que el legislador en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales ajustara las normas contenidas en la Ley 1098 de 2006 ( Código 

de Infancia y Adolescencia) a las pautas establecidas en la Ley 906 de 2004 ( 

Código de Procedimiento Penal) procurando no solamente respetar los derechos 

fundamentales de los menores de edad sino también ofreciendo soluciones 

efectivas a la sociedad frente al fenómeno criminal en el que participan jóvenes y 

adolescentes. 
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8.  CONCLUSIONES 

 

8.1  Partiendo de la realidad que en relación con el tema investigado poca 

literatura jurídica se ha escrito no solamente porque han sido escasos los 

asuntos en donde tanto víctima como victimario son menores de edad, sino 

además, porque jurisprudencialmente no existe una línea claramente definida 

sobre el tema, los resultados obtenidos permiten concluir que en este tema 

prevalecen los derechos de los victimarios con mayor razón siendo ellos 

infantes o adolescentes. 

8.2    En materia procesal ha quedado claro que el internamiento preventivo de un 

adolescente infractor de la Ley Penal debe obrar como un último recurso 

teniéndose en cuenta que éste no tiene antecedentes penales ni representa 

un peligro para la sociedad. 

8.3  Se concluye también que el objetivo de la medida de internamiento lo que 

busca es que no haya reincidencia en una conducta reprochable como esta, 

pues lo apropiado seria que cumplieran un proceso de reeducación como lo 

establecía la normatividad anterior, pues ello permitía a los adolescentes 

infractores adquirir conocimientos para obtener mayores oportunidades  de 

trabajo y así no reincidir en la delincuencia. 

8.4 En tratándose de normas procesales, el principio de favorabilidad se impone 

para garantizar no solamente el respeto por los derechos fundamentales sino 

también para asegurar que las víctimas del delito obtengan una verdadera 

reparación integral respecto de los daños sufridos.  

8.5  Precisamente el hecho de existir pocos referentes acerca del tema de 

investigación, permite concluir que el presente trabajo se convierte en una 

fuente de consulta y un punto de partida para aquellos que intervienen en la 

creación y aplicación de la Ley Penal. 
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9.  RECOMENDACIONES 

 

La naturaleza del trabajo adelantado, por tratarse de un caso, si bien sienta las 

pautas de aplicación de normas de diferente jurisdicción, no permite ir mas allá de 

su estudio práctico bajo el entendido que cada situación en particular tiene sus 

propios contenidos fácticos y por tanto amerita su estudio en concreto. 

Es de vital importancia que tanto operadores jurídicos como intervinientes en este 

tipo de asuntos, mantengan una actitud proactiva frente a las posibilidades de un 

efectivo resarcimiento de los perjuicios causados a las víctimas con la infracción 

penal, pues mas allá de ver materializadas las pretensiones reales de las víctimas, 

debe prevalecer el afán por encontrar la solución a un conflicto. 

Se trata entonces de plantear que las decisiones que resuelvan conflictos penales 

en los que intervengan infantes y adolescentes en su condición de víctimas como 

de victimarios, procuren responder eficazmente a los fines mismos de la acción 

penal como son los de obtener verdad, justicia y reparación. 

La reserva misma que por mandato legal se impone frente a casos como el que 

fuera motivo de investigación, obliga a recomendar a las instituciones académicas 

un mayor acompañamiento para quienes se proponen adelantar este tipo de labor. 
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11.  ANEXOS 

 

ANEXO 1. Reglamento interno del Centro de Reeducación Marceliano Ossa. 

ANEXO 2. Entrevista realizada al educador del Centro de Reeducación   

Marceliano Ossa 

ANEXO 3. Entrevista realizada al adolescente infractor R.A.L.O. 

ANEXO 4. Audiencias del proceso (Se aclara que el anexo 4 se encuentra en el 

archivo adjunto, en la carpeta llamada Ramiro Antonio López Osorio 
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ANEXO 1 

 

10. MANUAL DE CONVIVENCIA Y/O 

REGLAMENTO INTERNO 

10.1 TÍTULO PRIMERO 

REGLAMENTO INTERNO PARA EL ADOLESCENTE 

INSTITUCIONALIZADO. 

10.1.1 CAPÍTULO PRIMERO 

10.1.1.1 DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL ADOLESCENTE 

 

Articulo 1° Son derechos fundamentales de los adolescentes institucionalizados, 

los consagrados en la Constitución Política, en el presente Reglamento, en el 

Código de la infancia y la adolescencia y en las demás disposiciones vigentes, los 

cuales reconocen a todos los adolescentes sin discriminación alguna por razones 

de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o cualquier otra condición 

suya, de sus padres o representantes legales. 

 

Artículo 2° Todo adolescente tiene derecho desde su ingreso a la institución a: 

 

1. A que se le comunique a sus familiares su presencia y su situación, labor que 

realizará el área psico-social. 

2. A una alimentación balanceada, a una cama digna con su respectiva sábana 

cobija y a un uniforme. 

3. A la atención por parte de los profesionales en las áreas psicológicas, social, 

pedagógicas, terapéutica, odontológica, medica y a un tratamiento 

personalizado si es necesario. 
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4. A que se le proporcionen los elementos de higiene personal, durante su estadía 

en la institución. 

5. A ser asistido en caso de enfermedad, así mismo a que se le suministren los 

medicamentos requeridos para su recuperación. 

6. A ser informado sobre su situación jurídica, mediante la lectura de exhorto y 

notificaciones enviados por la autoridad competente. 

7. A conocer las normas institucionales y el proceso restaurativo al cual se 

encuentra vinculado.  

8. A contar con la reserva de la información de su expediente. 

 

Artículo 3° Todos los adolescentes tienen derecho a una atención integral que les 

permita superar sus falencias o conducías negativas, mediante formación 

impartida a través de: 

 

1. Talleres formativos, crecimiento personal y rescate de valores. 

2. En el área pedagógica mediante la formación en los grados 1° a 4° de básica 

primarla y validación de los grados 5° a 10° de básica secundaria. 

3. En el área laboral mediante la capacitación en talleres ocupacionales sobre un 

arte u oficio, para que en el momento del reintegro familiar, le permita realizar 

actividades productivas para su vida diaria, de su familia y la comunidad. 

4. La Comunidad Terapéutica (se les garantizará por lo menos acceso a la pre-

comunidad) en caso de manejar dependencia a las sustancias psíco-activas. 

5. Participación en actividades culturales, deportivas y recreativas, a fin de 

fomentar en el adolescente el buen uso del tiempo libre y el sano 

esparcimiento. 

Artículo 4° Todo adolescente tiene derecho a la integración familiar así: 

1. A recibir cada ocho (8) días según los reglamentos y en los horarios 

establecidos por la institución, la visita de su familia de origen (padres y 

abuelos), hermanos y familia sustituía esta última previa autorización de la 

Dirección. 
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2. En caso de que el adolescente sea padre o madre, tiene derecho a recibir 

cada quince (15) días la visita de su hijo (a), con la presencia de su 

compañero o su compañera. 

Artículo 5° Todo adolescente tiene derecho a que se proteja su integridad 

personal, en consecuencia no podrá ser sometido a maltrato físico, cualquier clase 

de tortura o a tratos crueles o degradantes. Las sanciones disciplinarias serán las 

consagradas exclusivamente en el presente reglamento. 

 

10.1.1.2       DE LAS OBLIGACÍONES Y DEBERES  

 

Artículo 6°   Son obligaciones de los adolescentes las siguientes: 

1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios 

2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones 

humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las 

personas. 

3. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia 

pacífica. 

4. Propender al logro y mantenimiento de la paz  

5. Cumplir con las funciones asignadas por los formadores de unidad o por el 

personal administrativo. 

6. Asistir a todas las actividades programadas en el horario estipulado según 

cronograma establecido. 

7. Mantener una buena presentación personal (vistiendo el uniforme 

respectivo) y manejar buenos hábitos de higiene 

8. Compartir con sus compañeros los elementos de trabajo que se les 

proporcionan. 

9. Cuidar de la institución y de los elementos que en ella se encuentran 

10. Colaborar con el aseo y el cuidado de la institución coadyuvando al manejo 

integral de todos cuanto residuos se emanen de la institución. 
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11. Respetar las pertenencias de los compañeros y funcionarios. 

12. Manejar un vocabulario adecuado, moderando el lenguaje callejero y soez 

13. Denunciar ante los formadores de unidad o ante funcionarios de las áreas 

administrativas y psico-social las anomalías de las que tenga 

conocimiento. 

14. Recibir a las familias con cultura y respeto 

 

Artículo 7° Son deberes de los adolescentes los siguientes:  

 

1. Aprender y conocer la filosofía así como los símbolos de la patria, del 

departamento, el municipio y la institución (himno, bandera y escudo 

2. Ejecutar en forma ordenada y responsable las actividades dianas 

programadas en el cronograma. 

3. Asumir una actitud seria y responsable durante el desarrollo de los talleres 

y actividades programadas por los formadores de unidades y profesionales 

de la institución. 

4. Cumplir oportunamente con las tareas asignadas 

5. Conservar la ubicación dada por la institución, referente a cuarto y cama 

 

10.1.2 CAPÍTULO SEGUNDO: MANUAL DE CONVIVENCIA 

 

Artículo 8° Son normas de disciplina, higiene, seguridad, vigilancia y control las 

siguientes: 

 

10.1.2.1   DE LOS ADOLESCENTES INSTITUCIONALIZADOS. 

 

1. Ningún adolescente debe salir de la unidad o de la actividad en que se 

encuentre, sin el acompañamiento del funcionario que lo requiere 

2. En horas hábiles de trabajo, ningún adolescente debe encontrarse dentro 

de los módulos, a excepción de aquellos jóvenes que se encuentren 

enfermos. 
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3. Todos los adolescentes al salir de la unidad deberán observar buena 

presentación personal, tratar con amabilidad y respeto a los funcionarios del 

Centro de Reeducación y a las personas que nos visitan. 

4. Todo adolescente deberá guardar respeto para con sus compañeros. No habrá 

discriminaciones por razones de raza, credo, pensamiento u opinión. 

5. Ningún adolescente está autorizado para realizar «amadas telefónicas. En 

casos especiales éstas solo serán autorizadas por la Dirección y/o 

Coordinación. 

6. Ningún adolescente está autorizado para subirse al techo con el pretexto de 

alcanzar balones u otro elemento que por razones de alguna actividad lúdica 

se haya quedado atorado en el mismo. 

7. Ningún adolescente podrá tener más de la dotación que le ha sido asignada 

para su descanso nocturno, un colchón, una sábana y una cobija. En tocio 

caso el adolescente y/o el representante legal, responderán pecuniariamente 

por el nial uso de los mismos y de todos los elementos que por razones de su 

proceso le sean confiados, para tal fin se suscribirá un acta de entrega entre el 

adolescente y la Institución. 

8. Les es prohibido a los adolescentes vender, cambiar, prestar o regalar sus 

pertenencias. 

9. Ningún adolescente podrá poseer dentro la institución, ni podrá asistir 3 

talleres, escuela u otra actividad en grupo con arios, gorras, radios, juegos u 

otro elemento que pueda distraer la atención de sus compañeros y el normal 

desarrollo de la actividad. 

10. Ningún adolescente podrá tener dentro cíe su módulo, lapiceros, lápices, 

marcadores, colores, máquinas de afeitar esmaltes. Estos elementos serán 

manejados y controlados por los formadores de unidad. 

11. Ningún adolescente podrá utilizar gel o gomina para su cabello dentro del 

módulo. 

12. Ningún adolescente está autorizado para:          

• Lavado de vehículos. 

• Llevar recados o paquetes a otras unidades. 
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• Manejar y entregar medicamentos a otros 

adolescentes. Realizar aseo en las horas de la noche. 

• Ver televisión por fuera de las horas establecidas. 

• Suplantar la autoridad del formador en lo que se refiere a sanciones de 

otros adolescentes. 

• Manejar las llaves de la unidad. 

 

13. Ningún adolescente podrá realizar negocios con formadores y funcionarios del 

Centro de Reeducación. 

10.1.2.2   DE SEGURIDAD. 

1. Ningún adolescente podrá tener y/o portar armas corto punzante ni otro 

elemento que atente contra la integridad física de las personas. 

2. No se podrá realizar actividades con los adolescentes en las zonas verdes y 

deportivas cuando no se cuente con el apoyo y refuerzo de los Agentes de 

Policía. En todo caso estas actividades serán autorizadas y coordinadas por la 

Dirección y/o Coordinación Operativa. 

3. Al momento de salir de la unidad con los adolescentes, un formación deberá ir 

a la cabeza del grupo y otro debe quedar armas para supervisar a los últimos. 

4. No se debe permitir la salida de un adolescente bajo ninguna consideración sin 

e! acompañamiento de un funcionario autorizado. 

5. Los aumentos deberán ser tomados siempre por los adolescentes en las 

unidades. En casos especiales la Dirección y/o la coordinación Operativa 

podrá autorizar la salida a! comedor central. 

6. Todo paquete con ropa o alimentos que llegue al adolescente debe ser 

revisado previamente por la Policía y por el formador de tumo. 

7. En los días de visita, sólo podrán salir aquellos adolescentes que sean 

llamados por la persona que sea asignada para anunciar la respectiva visita. 

Dicha asignación te hará la coordinación general 
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8. Se prohíbe cualquier actividad por fuera de las unidades los días sábados y 

domingos sin autorización de la Dirección y/o Coordinación general. 

9. Cuando fueren necesario, sólo la Dirección y/o Coordinación general 

autorizará la salida de algún adolescente a realizar labores de aseo en la parte 

externa, como también oficios de oficina. 

10. Por razones de seguridad ningún adolescente podrá estar por fuera de su 

módulo después de las 9 p.m. 

 

10.1.2.3 DE VIGILANCIA Y CONTROL 

1. Las actividades programadas deberán cumplirse en los horarios establecidos. 

Los Coordinadores del fin de semana no podrán hacer variaciones al 

cronograma sin la previa concertación con la Dirección. 

2. El formador de unidad deberá pasar revista diaria a los módulos, duchas, 

aulas, servicios sanitarios, y demás elementos de la unidad con el fin de evitar 

y detectar daños y pérdidas de los mismos. 

3. Cuando se realicen talleres con los adolescentes que requieren el uso de 

elementos como lápices, bisturí, colores, el formador deberá a! momento de la 

devolución cerciorarse que no falte ninguno. 

4. Los medicamentos formulados a los adolescentes deberán ser controlados y 

entregados por el funcionario que para tal fin sea asignado por la 

Coordinación. 

5. Los forma dores deberán estar pendientes a la hora de recibir los alimentos de 

los adolescentes, que éstos lleguen completos. En caso contrario deberán 

hacer el reclamo al responsable de la cocina dejando la anotación respectiva 

en el libro de Observación. 

6. Cada formador debe hacerse responsable de la salida y entrada de 

adolescentes a la unidad 3 su cargo. 

7. Todo formador deberá tomar todas las medidas de precaución para evitar las 

posibles evasiones de los adolescentes. Si estas se llegaren a presentar por el 

desgaire o exceso de confianza el educador responsable responderá 

disciplinariamente ante la Dirección del Centro o Autoridad competente. 



45 
 

10.1.2.4   DE HIGIENE, ASEO Y PRESENTACIÓN 

 

1. Todos los implementos de aseo personal y general, deberán ser manejados 

por el formador de unidad. 

2. Los problemas de salud o emocionales de los adolescentes, deben ser 

tratados por los profesionales en el ramo, los formadores solo pasarán el 

informe al Coordinador y si el caso es de suma gravedad o prioridad, se 

consultará con la Dirección. 

3. Se prohíbe el préstamo de ropa entre, adolescentes para evitar la 

propagación de enfermedades infectocontagiosas. 

4. Todos los adolescentes deberán permanecer con el cabello corto, uñas 

recortadas y limpias y observar buena presentación personal dentro y fuera 

de las unidades, con el uniforme respectivo. 

5. Se  prohíbe  a  los  adolescentes  consumir licores,  cigarrillos y sustancias 

psicoactivas dentro de la institución. 

6. Se prohíbe a los adolescentes tener relaciones sexuales entre sí y la 

práctica de oíros actos que atenían contra la higiene, la moral y las buenas 

costumbres. 

7. Todos los adolescentes deberán conservar limpia y bien presentada la 

unidad.  

8. Todo adolescente debe conservar su módulo bien aseado, su cama bien 

tendida y ordenada y sus objetos personales en orden.  

9. Todo adolescente deberá respetar las normas del comedor: 

  

• Formar antes de pasar a tornar los alíñenlos. 

• Orar y/o dar gracias por los alimentos recibidos. 

• Comer con mesura y en completo silencio. 

• No cambiar, ni vender los alimentos. 

• Hacer buen uso de los utensilios - plato, vaso y cuchara. 

• Limpiar la mesa y/o recoger los platos después de córner y depositarlos 

en el recipiente establecido por el área de alimentos. 
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10.1.2.5   FORMADORES 

 

1. El formador no podrá ausentarse de la unidad en horas laborables sin causa 

justificada. 

2. El formador nocturno no podrá ingresar a la unidad sin el apoyo necesario 

(agente de policía, coordinador nocturno u otro formador; si el formador va a 

permanecer en la unidad deberá entregar las llaves de la entrada principal a 

uno de los anteriores. 

3. El formador responderá por el daño o pérdida de los implementos que solicite 

para la realización de sus actividades. 

4. Los forma dores serán responsables de los daños que causen los 

adolescentes y que no sean reportados 

5. Ningún formador está autorizado para hacer llamadas, favores (dentro o fuera 

de la institución) o realizar visita domiciliaria a los adolescentes. En casos 

especiales deberán consular con la Dirección y/o Coordinación general 

6. El formador no podrá informar más que lo general de! proceso restaurativo de 

los adolescentes a padres o acudientes, todo lo demás de común acuerdo con 

el área psico-social. 

7. Al momento de ingresar un adolescente, el formador de la unidad deberá llenar 

la ficha de ingreso anotando los aspectos que en ella se determina. 

8. El formador es el responsable del comportamiento y disciplina de los 

adolescentes en las actividades que se realicen dentro y fuera de la unidad. 

Así mismo deberá reportarlo en la cartelera de evaluación y seguimiento. 

9. Está prohibido a los formadores y funcionarios en general hacer negocios con 

los adolescentes (ventas, préstamos, compras y otros.). 

10. Está prohibido a los formadores y funcionarios en general recibir prebendas de 

padres o acudientes. 

11. Los formadores deberán reportar diariamente las novedades a Coordinación y 

registrarlas en el libro de actas. 

12. Ningún formador podrá indagar al adolescente sobre el motivo de su ingreso (a 

menos que ello contribuya de manera significativa con su Plan de Atención 
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Individual), evitando hacer comentarios o señalamientos que atenten contra la 

dignidad del mismo. 

13. Ningún formador y funcionario en general podrá maltratar física, psicológica o 

verbalmente al adolescente. 

14. Se prohíbe a los funcionarios presentarse a laborar en estado de embriaguez o 

bajo el efecto de drogas alucinógenas. 

15. Se prohíbe a los formadores y funcionarios en general hacer comentarios con 

los adolescentes sobre los ternas tratados en las reuniones con las directivas. 

16. Los formadores y funcionarios en general deberán estar dispuestos a acatar 

todas y cada una de las directrices que sean dadas y acordes con la 

naturaleza de su contrato. 

ANEXO: La Dirección Operativa como máxima autoridad a cargo de las 

interventoras de la totalidad de los contratistas no posee la facultad para 

sancionar dichos servidores; tan solo informa o toma medidas tendientes al 

mejoramiento y al buen funcionamiento de la institución. 

 

10.1.3 CAPÍTULO TERCERO 

 

10.1.3.1   DE LAS FALTAS Y SANCIONES 

Artículo 9º Son faltas leves, graves o alta mente graves, el incumplimiento de una 

o de todas las normas contempladas en el capitulo segundo del presente 

reglamento, corresponde a cada falta una sanción. 

Artículo 10º Se considera faltas leves las siguientes: 

1. Evasión del espacio ajeno 

2. Irrespeto - desacatar ordenes - No hacer aseo 

3. Exhibición e insinuación de y con el cuerpo 

4. Uso inadecuado de prendas de vestir y de uniforme 

5. Hacer desorden 
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6. No asistir a las actividades 

7. Complicidad - omisión 

8. Indisciplina clase 

9. Daño de elementos de trabajo 

Artículo 11° se consideran faltas graves las siguientes 

1. Intento de evasión 

2. Agresión verbal 

3. Agresión física 

4. Hurto 

5. Consumo de licor 

6. Consumo de cigarrillo 

7. Riñas 

8. Negociar 

9. Marcar el cuerpo 

10. Perforarse el cuerpo 

11. Complicidad - acción 

Artículo 12° se consideran faltas altamente graves 

1. Evasión 

2. Consumo de SPA 

3. Cacicazgo 

4. Relaciones sexuales 

5. Planeación motín 

6. Participación motín 

7. Fabricación y porte de armas artesanales 

8. Porte de armas 

9. Porte de estupefacientes 

10. Daño bienes de la institución  

11. Fabricación  
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12. Auto-agresión 

 

Artículo 13° para las faltas leves corresponden las siguientes sanciones 

 

1. Llamado de atención verbal 

2. Llamado de atención escrito 

3. Medidas pedagógicas   - reparación  - restauración   - elementos 

4. Talleres para reforzar positivos - restaurar bienes 

5. Socialización faifa con la familia 

6. Aseo 

 

Artículo 14° para las faltas graves corresponden las siguientes sanciones 

 

1. Notificación al juzgado  - anexo 

2. Intervención terapéutica  - anexo 

3. Asignación cíe deberes en e! marco de las políticas restaurativas , unidad, 

aseo y orden 

4. Restricción opción de pertenecer a !a lisia de opcionales de 

permisos(revisión del caso hasta por quince (15) días de acuerdo al 

comportamiento. 

5. Reubicación cié la unidad 

6. Socializar falta con la familia   - anexo 

7. impartir medida de reparación 

 

Artículo 15º para las faltas altamente graves las sanciones son: 

 

1. Reubicación de la unidad 

2.  Reprobación opción lisia de permisos (revisando 1 mes condicional al 

 comportamiento)  -Anexo 

3. Separación del grupo 

4. Medidas disciplinarias: aseo y orden   hasta por 15 días 
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5. Taller restaurativo 

6. Regresión proceso 

 

PÁRRAFO PRIMERO: Se considera ayuda técnica las actividades impuestas al 

menor tendientes a crear disciplina o a modificar comportamientos inadecuados. 

 

PÁRRAFO TERCERO: Para todas las faltas debe haber intervención terapéutica. 

De igual manera para todas las faltas se debe socializar con las familias 

 

 

 

10.2 TITULO SEGUNDO 

 

REGLAMENTO INTERNO PARA FUNCIONARIOS CONTRATISTAS, CARRERA 

ADMINISTRA UVA. NOMBRAMIENTO PROVISIONAL, SERVICIOS GENERALES Y 

OBREROS. 

 

10.2.1 CAPÍTULO CUARTO 

 

10.2.1.2   DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS EN 

GENERAL 

 

Articulo 16° Son derechos de los funcionarios todos los contemplados en la 

constitución política, en el código del trabajo y los contemplados en los decretos y 

normas complementarias. 

 

1. Recibir puntualmente la remuneración fijada, o convenio para el respectivo 

cargo. 

2. Disfrutar de la seguridad social en las formas y condiciones previstas por la 

ley. 
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3. Recibir la capacitación adecuada para el mejor desempeño de sus 

funciones. 

4. Gozar de estímulos e incentivos morales. 

5. Obtener permisos y licencias en los casos previstos por la ley. En el caso 

de los funcionarios por contrato, los permisos y las licencias deben ser 

pagadas en tiempo o descontadas del valor del contrato. 

6. Participar en los concursos que le permiten obtener promociones dentro del 

servicio. 

7. Obtener el reconocimiento y pago de prestaciones consagradas en los 

regímenes generales especiales. En el caso de los contratistas por ser 

honorarios no se tiene derecho a este reconocimiento. 

 

Artículo 17° Son deberes y obligaciones de los funcionarios en general los 

siguientes: 

 

1. Cumplir con diligencia, eficiencia y responsabilidad el servicio que le sea 

encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la 

suspensión o perturbación de un servicio esencia! o que implique abuso o 

ejercicio indebido del cargo. 

2. Desempañar labores de Coordinación (personal administrativo) 

rotativamente los fines de semana durante los días sábados y domingos 

según horario establecido por la Dirección. 

3. Utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su 

empleo, cargo u oficio, las facultades que le sean atribuidas o la 

información reservada a que tenga acceso por su función exclusivamente 

para los fines a que están afectos. 

4. Custodiar o cuidar la documentación o información que por razón de 

empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso 

impidiendo o evitando la sustracción, destrucción, el ocultamiento o 

utilización indebida. 
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5. Cumplir las disposiciones que sus superiores jerárquicos inmediatos o 

mediatos le dicten en el ejercicio de sus funciones y cumplir con los 

requerimientos y citaciones de las autoridades. 

6. Desempeñar su empleo, cargo o función sin obtener beneficios adicionales 

a las contraprestaciones legales. 

7. Realizar personalmente las tareas que le sean asignadas del uso de 

autoridad que se le deleguen, así como la ejecución de las ordenes que 

puedan impartir, sin que en este caso quede exento de la responsabilidad 

que se les incumbe por la que corresponde a sus subordinados. 

8. Registrar ante !a institución su domicilio dirección de residencia, teléfono, 

dando aviso oportuno a cualquier cambio. 

9. Permitir el acceso inmediato a los representantes del ministerio público, a 

los jueces y demás autoridades competentes, a los lugares donde deben 

adelantar sus investigaciones y el examen de los libros de registros. 

10. Permanecer en el desempeño de sus funciones laborales, mientras no le 

hayan hecho cargo de ellas a quien debe reemplazar, salvo autorización 

legal, reglamentaría o de quien debe provenir el cambio. 

11. Vigilar y salvaguardar los bienes encomendados y mediar de que sean 

utilizados debida y racionalmente, de conformidad con los fines a que han 

sido destinados. 

12. Denunciar los delitos, contravenciones y faltas de que tengan conocimiento. 

13. Explicar de inmediato y satisfactoriamente al nominador, a la procuraduría 

general de la nación o a la personería cuando estos lo requieran, la 

procedencia del incremento prestacional adquirido., durante el ejercicio del 

cargo, funciones o servicios. 

14. Responder por la conservación de los documentos, útiles, equipos, muebles 

y bienes confiados a su guarda o administración y rendir oportunamente 

cuenta de su utilización por medio de un inventario. 

15. Seguir el conducto regular en caso de presentarse dificultad o anomalía en 

el cumplimiento de las funciones. 
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Artículo 18° Son deberes de los formadores de los siguientes: 

 

1. Obtener inducción del cargo a desempeñar con una pasantía de ocho (3) 

días hábiles no remunerados, con el fin de conocer el proceso reeducativo 

que se maneja en la institución. 

2. Salvaguardar y responder por las pertenencias de los jóvenes y llevar 

oportuno registro al ingreso y egreso de dichas pertenencias. 

3. Formar a los adolescentes por grupos para las actividades programadas y 

en los cambios de turno. 

4. Dirigir él confronto y auto confronto de los adolescentes en el encuentro de 

la mañana. 

5. Cumplir con el horario Realizar con el grupo la evaluación mensual, 

buscando con ello la integración personal del joven. 

6. Cumplir con  el trabajo  establecido  sin  alterar el  buen  desarrollo de la 

programación. 

7. Ser imparcial  en   la  atención  del  adolescente sin  ejercer preferencia  o 

discriminación alguna. 

8. Acompañar   a    cada   adolescente   concretamente   en    su   proceso   

de sensibilización   y cambios frente a su problemática. 

9. Asumir la responsabilidad como maestros que organizan y promueven a 

cada alumno según sus capacidades y potencialidades. 

10. Reportar  a coordinación los adolescentes que se encuentran enfermos 

para que se les pueda brindar en forma oportuna el tratamiento indicado. 

11. Obtener el visto bueno de la Dirección y o Coordinación sobre cualquier 

película que se pretenda proyecta a los adolescentes. 

12. Cumplir con las normas establecidas en él capitulo segundo literal E. 

 

10.2.2 CAPITULO QUINTO 

 

10.2.2.1 DE LAS PROHIBICIONES EN GENERAL 

 



54 
 

Articulo 19° 

Se determinan como prohibiciones para los funcionarios en general las 

siguientes: 

 

• Solicitar o recibir donaciones o cualquier otra clase de lucro proveniente 

directa o indirectamente del usuario del servicio, de! funcionario, 

empleado de su dependencia o cualquier otra persona que tenga interés 

en el resultado de su gestión. 

• Solicitar o aceptar comisiones en dinero o en especie por el  concepto 

de adquisición de bienes y servicios para el organismo. 

• Ejecutar  actos   cíe violencia,   malos  tratos,   injurias  o  calumnias  

contra superiores, subalternos, compañeros de trabajo. 

• Omitir, negar, retardar o en trabar el despacho de los asuntos a cargo 

de los servidores públicos o la prestación del servicio a que están 

obligados. 

• Propiciar,   organizar  o  participar  en   huelgas,   paros  o  

suspensiones  de actividades o la administración del RITMO DE 

TRABAJO. 

• Omitir, retardar o no suministrar oportunamente respuestas a las 

peticiones respetuosas de los particulares o solicitudes de las 

autoridades, retenerlas o enviarlas a destinatarios diferentes a los que 

corresponda cuando sea de otra oficina. 

• Ejecutar en el lugar de trabajo actos que atenten contra la moral o 

buenas costumbres. 

• Proporcionar datos inexactos u omitir información que tenga incidencia 

en su vinculación al cargo de la carrera., su promoción o ascensos. 

• Causar daño o pérdidas de bienes, elementos, expedientes o 

documentos que hayan llegado a sus manos por razones de sus 

funciones. 
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• Desempañar simultáneamente más de un empleo o recibir más de una 

asignación que provenga del tesoro público o empresas del estado, 

salvo campos expresamente determinados por la ley. 

• Imponer a sus subalternos trabajos ajenos a funciones oficiales, así 

como impedirles el cumplimiento de sus deberes. 

• Ordenar el pago o recibir remuneración oficia! por servicios no 

prestados, o en cuantía  superior a  la  legal,  efectuar avances 

prohibidos  por la  ley  o reglamentos., salvo las excepciones legales. 

• Adquirir por si o por interpuesta persona bienes que se vendan por su 

ministerio, salvo las excepciones legales, o hacer gestiones para que 

terceros las adquieran.  

• Incumplir cualquier decisión jurídica, administrativa, contravencional cíe 

policía o disciplinaria u obstaculizar su ejercicio. 

• Desplazarse a los juzgados para interceder positiva o negativamente en 

los casos de los adolescentes. 

 

 

10.2.2.2 NORMAS INSTITUCIONALES DE LOS PADRES DE FAMILIA 

• Los familiares de los jóvenes internos deberán ser requisados, esto con 

fin de salvaguardar la integridad risica de los mismos. 

• No se  permitirá el ingreso de alimentos a los adolescentes internos, ni 

nada  que pueda representar traumatismo en el proceso restaurativo 

que vivirán los adolescentes. 

 

 

 

NORMA LILIANA PÉREZ ESTREPO  

Directora Operativa CRÉEME 
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ANEXO 2 

ENTREVISTA 

 

 

TITULO DEL PROYECTO DE TESIS: 

Análisis de un caso donde se aplican normas procesales de la ley penal y la ley de 

infancia y adolescencia 

 

METODOLOGIA: 

Las investigadoras utilizaron la técnica de la entrevista directa con el apoyo directo 

de una grabadora a través de la cual quedaron registradas las preguntas y 

respuestas objeto de la misma. 

El resultado físico de la mencionada entrevista será suministrado como material de 

apoyo a través de medio magnético al término del presente trabajo de 

investigación. 

 

OBJETIVO: 

OBTENER UNA PERCEPCION DIRECTA DE LA PERSONA DESTINATARIA DE 

ESTA ACCION PENAL, EN RELACION CON SUS IMPRESIONES TANTO DEL 

DESENVOLVIMIENTO DEL PROCESO COMO LOS EFECTOS QUE LE HAN 

PRODUCIDO LAS DECISIONES JUDICIALES Y LAS CONSECUENCIAS DEL 

TIEMPO QUE HA PERMANECIDO COBIJADO POR UNA MEDIDA PREVENTIVA 

CERRADA, AL TENOR DE LAS NORMAS DE LA LEY 1098 DE 2006 (CODIGO 

DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA), APLICADAS EN ARMONIA CON LAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY 906 DE 2004 (CODIGO DE PROCEDIMIENTO 

PENAL). 

 

INSTITUCION: 

Universidad Libre Seccional Pereira 
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FECHA                                                                                                                   

HORA: 

15 de julio de 2009; 6:30 de la tarde. 

 

ENTREVISTADORAS: 

Angela María Molina Carvajal (Estudiante)  

Catalina Pineda Álvarez (Estudiante) 

 

ENTREVISTADO: 

Orlando Restrepo (Educador Centro Especializado Marceliano Ossa) 

 

 

CUESTIONARIO 

 

1) Considera usted que la Ley 1098 de 2006 (Ley de infancia y adolescencia) en 

cuanto a su aplicación es permisiva o por el contrario inquisitiva con el 

adolescente infractor? 

La Ley 1098 es bastante permisiva, ya que no da herramientas para que estos 

jóvenes busquen un nuevo horizonte, debido a lo permisiva que es. 

2) Dentro de la institución existe algún reglamento interno? ¿Cree que es acorde a 

los lineamientos de la Ley 1098 de 2006? 

Si, hay reglamento interno pero es más acorde a los lineamientos del ICBF que a 

la Ley 1098 de 2006. 

3) Que garantías brinda el centro a los menores infractores en su resocialización? 

Las garantías que brinda el centro son acordes a las necesidades del adolescente, 

pero falta que el Estado le deposite más cosas al centro como talleres 

ocupacionales, la estructura del centro es bastante pequeña, para poder albergar 

estos jóvenes para poderles bridar más cosas. 
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4) Considera usted que el Estado brinda el suficiente apoyo profesional, técnico, 

psicológico para la reeducación de los menores infractores? 

No, todavía hace falta mucho, sobre todo la cantidad de personal, porque si bien lo 

dice la Ley 1098 que se debe atender un formador psicólogo por cada quince 

adolescentes, pienso que es muy complejo manejar tanto personal para una sola 

persona. 

5) Como es el procedimiento utilizado para la reeducación de estos adolescentes? 

Se inicia con el internamiento, se hace un estudio de caso, tratamiento 

psicológico, trabajo social, atención médica, atención odontológica, de ahí pasa a 

la parte de formadores donde nosotros le brindamos lo que es una capacitación 

formativa donde empezamos a reeducarlos con valores e inmediatamente se le 

hace un ingreso académico, ocupacional, recreativo y con deporte, entonces 

acorde a eso le vamos haciendo la reeducación. 

6) Que estratos considera que son más vulnerables frente a las conductas 

punibles o a la criminalidad? 

Esto es únicamente para el que no tiene modo, porque los adolescentes del 

estrato alto no tienen la necesidad que tienen estos otros jóvenes de la clase 

popular que simplemente se meten en la drogadicción y para poderla sostener 

entran a delinquir, en cambio en la clase alta no necesitan delinquir para sostener 

su dependencia. 

7) El tiempo que permanecen los menores infractores dentro de la institución bajo 

una sanción con medida cerrada es apropiado para la modalidad y naturaleza de 

la infracción cometida? 

No, porque si hablamos de un homicidio cometido por una adolescente de 17 años 

que no va a estar sino hasta los 21, entonces hablamos que un homicidio no es 

justificado con ningún tiempo, pero si vamos a un programa de reeducación, diría 

que no es tanto el tiempo sino la metodología y los recursos que ingresen allá y el 

mecanismo que se busque para re socializar estos jóvenes, en este momento 
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tendríamos que enfocar mas la medida no tanto en tenerlos allá, sino en brindarles 

algo digamos en un proceso de egresados, jóvenes que salgan y los podamos 

orientar, brindarles educación y una parte donde puedan capacitarse y puedan 

lucrarse un poquito y poderse sostener para poderlos sacar de ese círculo donde 

están, porque mientras no haya un programa de esos el círculo siempre va a ser el 

mismo y puede reincidir, porque va a salir después de un tiempo, porque ya con 

esta nueva ley hablamos de una sanción de años porque en el tiempo del código 

del menor el proceso reeducativo se hacía con proceso no con tiempo, si el joven 

acataba bien el proceso así fuera un homicidio, con un año, un año y dos meses el 

joven salía, porque se le medía era el proceso, en este momento, no se mide el 

proceso es muy compleja la reeducación porque el joven no tiene garantías con 

una rebaja, sino el simple cumplimiento de una sanción así se reeduque o no. 
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ANEXO 3 

ENTREVISTA 

 

 

TITULO DEL PROYECTO DE TESIS: 

ANALISIS DE UN CASO DONDE SE APLICAN NORMAS PROCESALES DE LA 

LEY PENAL Y LA LEY DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA 

 

METODOLOGIA: 

LAS INVESTIGADORAS UTILIZARON LA TECNICA DE LA ENTREVISTA 

DIRECTA CON EL APOYO DIRECTO DE UNA GRABADORA A TRAVÉS DE LA 

CUAL QUEDARON REGISTRADAS LAS PREGUNTAS Y RESPUESTAS 

OBJETO DE LA MISMA. 

 

EL RESULTADO FISICO DE LA MENCIONADA ENTREVISTA SERA 

SUMINISTRADO COMO MATERIAL DE APOYO A TRAVES DE MEDIO 

MAGNETICO AL TERMINO DEL PRESENTE TRABAJO DE INVESTIGACION. 

 

OBJETIVO: 

OBTENER UNA PERCEPCION DIRECTA DE LA PERSONA DESTINATARIA DE 

ESTA ACCION PENAL, EN RELACION CON SUS IMPRESIONES TANTO DEL 

DESENVOLVIMIENTO DEL PROCESO COMO LOS EFECTOS QUE LE HAN 

PRODUCIDO LAS DECISIONES JUDICIALES Y LAS CONSECUENCIAS DEL 

TIEMPO QUE HA PERMANECIDO COBIJADO POR UNA MEDIDA PREVENTIVA 

CERRADA, AL TENOR DE LAS NORMAS DE LA LEY 1098 DE 2006 (CODIGO 

DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA), APLICADAS EN ARMONIA CON LAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY 906 DE 2004 (CODIGO DE PROCEDIMIENTO 

PENAL). 
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INSTITUCION: 

CENTRO ESPECIALIZADO MARCELIANO OSSA 

 

FECHA                                                                                                                    

HORA: 

03 DE JULIO DE 2009; 2:15 DE LA TARDE. 

 

ENTREVISTADORAS: 

ANGELA MARIA MOLINA CARVAJAL (ESTUDIANTE)  

CATALINA PINEDA ALVAREZ (ESTUDIANTE) 

 

ENTREVISTADO: 

POR RAZONES DE RESERVA DEL PROCESO Y POR EXPRESA PROHIBICION 

LEGAL EN EL SENTIDO QUE SE DEBE RESPETAR LA IDENTIDAD DE LOS 

MENORES INFRACTORES DE LA LEY PENAL, EN ARAS DE DAR 

CUMPLIMIENTO AL MANDATO DEL ARTICULO 46 DE LA CONSTITUCION 

NACIONAL, NO ES POSIBLE REVELAR LA IDENTIDAD DEL ENTREVISTADO 

QUIEN PARA EFECTOS ACADEMICOS SE IDENTIFICARA CON LAS INICIALES 

R.A.L.O. 

 

CUESTIONARIO 

 

1) COMO ESTA CONSTITUIDO SU NUCLEO FAMILIAR? 

Está constituido por  mi madre, mi padrastro y mis cuatro hermanos. 

2) QUE PERSONAS DE SU NUCLEO FAMILIAR LABORAN Y SUMINISTRAN 

APORTES ECONOMICOS PARA LA MANUTENCION DE LA FAMILIA? 

Mi mamá y mi padrastro. Mi madre es comerciante y mi padrastro oficial de 

construcción. 
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3) COMO CALIFICA LAS RELACIONES INTERPERSONALES DENTRO DE SU 

NUCLEO FAMILIAR? 

Es un núcleo bueno porque nos sabemos comunicar y dialogar entre nosotros. 

4) FRENTE A LA CONDUCTA POR LA QUE SE JUZGA, ¿CREE USTED QUE 

LA SANCION IMPUESTA EN PRIMERA INSTANCIA ES LA ADECUADA? 

No, porque yo se que cometí un error pero es mucho tiempo, me la debieron dejar 

en 21 meses como estaba al principio. 

5) CON BASE EN LA SANCION QUE SE LE HA IMPUESTO, ¿CONSIDERA 

USTED JUSTA LA ESTIMACIÓN DE LOS PERJUICIOS CONVENIDOS EN 

ESTE CASO? 

Se les dio la plata que era. 

6) EL TIEMPO QUE HA PERMANECIDO BAJO MEDIDA CERRADA HA SIDO 

PRODUCTIVO Y UTIL PARA SU REHABILITACION? 

Si, porque he sabido convivir mucho más, darme cuenta que la libertad es lo más 

importante, y el encierro ayuda a pensar siempre en mejorar y salir adelante. 

7) EL TRATAMIENTO AL INTERIOR DE LA INSTITUCION, ¿CONSIDERA 

USTED QUE CORRESPONDE A LA MODADLIDAD Y NATURALEZA DE LA 

INFRACCION COMETIDA? 

Si, porque nos dan tratamiento psicológico y contamos con buen apoyo 

profesional académico. 

8) COMO CALIFICA LAS CONDICIONES DE PERMANENCIA DENTRO DE LA 

INSTITUCION? 

No son las condiciones en que vive cualquier ser humano, pero si es bueno en 

cuanto a la alimentación, recreación, actividades culturales como por ejemplo para 

leer. 
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9) QUE RECOMENDACIONES HARIA USTED COMO INFRACTOR DEL 

CODIGO PENAL PARA MEJORAR LAS CONDICIONES EN QUE CUMPLIRIA 

LA SANCION IMPUESTA? 

Se debe mejorar la parte del encierro, mantenernos ocupados en talleres. 

10) EN EL DESARROLLO DE TODO EL TRAMITE PROCESAL ADELANTADO 

POR ESTOS HECHOS, ¿CONSIDERA QUE LAS NORMAS APLICADAS 

CORRESPONDEN  A LA REALIDAD SOCIAL? 

No creo, porque la ley de Colombia es muy injusta, en el sentido de que existen 

personas que verdaderamente se merecen estar en este centro, los dejen salir 

impunes. 

11) CONSIDERA USTED QUE DENTRO DEL PROCESO PENAL QUE SE LE 

ADELANTA, SE LE HA GARANTIZADO SU DERECHO DE DEFENSA? 

Si, porque he tenido apoyo de mi familia durante todo el proceso de reclusión; 

además el Juez, el defensor y el ICBF siempre están muy pendientes de nosotros. 

  

 

 

 

 

 

 

 


